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Introducción 
 
Los bosques nativos concentran más de la mitad de la biodiversidad terrestre del planeta y de 
ellos obtenemos bienes y servicios indispensables para nuestra supervivencia, como alimentos, 
maderas y medicinas. Las selvas y bosques son hogar y sustento de miles de comunidades y 
juegan un papel fundamental en la regulación climática, el mantenimiento de las fuentes y 
caudales de agua y la conservación de los suelos. Son posiblemente nuestro patrimonio natural 
más importante, pero también el más amenazado y depredado. 
 
Cuando en el año 2006 publicamos la primera parte de “Desmontes S.A.”, nos propusimos 
ponerle nombre y apellido a algunos de los responsables de uno de los problemas ambientales 
más graves que sufre nuestro país: la deforestación. Las denuncias tenían el objetivo de impulsar, 
de una vez por todas, una ley nacional que suspendiera los desmontes para avanzar en una 
planificación participativa y sustentable del uso de nuestros bosques nativos. 
 
La sanción, a fines de 2007, de la Ley de Bosques (26.331) fue un logro sin precedentes en 
materia ambiental y un ejemplo de la importancia de la participación de la sociedad civil, que 
presionó al Congreso Nacional mediante un millón y medio de firmas. No obstante, a más de ocho 
años de su aprobación, su efectiva implementación enfrenta dificultades que deben ser resueltas 
de manera urgente. 
 
Es por ello que en 2014 publicamos la segunda parte de “Desmontes S.A.”, donde denunciamos a 
algunos de los responsables de la violación de la Ley de Bosques en Salta: a simple pedido de 
los titulares de las fincas, el gobierno provincial realizaba cambios de zonificación prediales y 
autorizaba desmontes en áreas protegidas. A fines de ese año, el gobernador salteño derogó los 
decretos que permitían esta ilegalidad, tras el reclamo de más de cien organizaciones sociales, 
especialistas y académicos de todo el país; y el rechazo de la Secretaría de Ambiente de la 
Nación, la Auditoría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo de la Nación. 
 
Aún nos encontramos en emergencia forestal. En 2014 el Panel Intergubernamental de Cambio 
Climático (IPCC) advirtió que aquí ocurre el 4,3% de la deforestación global; y en la última década 
fue “la principal fuente de emisiones de carbono del norte argentino”. Y un reciente informe de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) ubicó a 
Argentina entre los diez países que más desmontaron durante los últimos 25 años: se perdieron 
7,6 millones de hectáreas (el tamaño de Entre Ríos), a razón de 300.000 hectáreas al año. Cabe 
señalar que el 80% de la deforestación se concentra en cuatro provincias del norte: Santiago del 
Estero, Salta, Formosa y Chaco. Las principales causas de la pérdida de bosques son el avance 
de la frontera agropecuaria (soja transgénica y ganadería intensiva) y los incendios.  
 
Es importante destacar que los últimos dos años disminuyó la deforestación y casi todas las 
provincias realizaron el Ordenamiento Territorial de sus Bosques Nativos, los cuales prohíben los 
desmontes en el 79% de las zonas forestales (Categorías I – rojo y II – amarillo). A pesar de esto, 
según datos de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, desde la 
sanción de la Ley de Bosques hasta fines de 2014 se deforestaron 2.107.208 hectáreas, de las 
cuales 626.244 hectáreas eran bosques protegidos. En ese sentido, un reciente informe del 
gobierno de Salta advirtió que desde su aprobación se realizaron más desmontes ilegales 
(257.828 hectáreas) que legales (200.523 hectáreas). 
 
En esta tercera parte de “Desmontes S.A.” nos propusimos revelar algunas de las formas 
mediante las cuales empresarios y gobiernos violan impunemente la Ley de Bosques en varias 
provincias. Esto demuestra la necesidad de que Argentina considere a la deforestación ilegal 
como lo que realmente es: un crimen.  
 
Que los bosques nativos sigan en pie.  
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Salta: Trabajo esclavo, desmonte ilegal y desobedie ncia a la autoridad 
 
Resumen del caso  
 
El 10 de abril de 2013 la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) “descubrió a 157 
trabajadores no declarados, entre los que había también menores de edad, que eran sometidos 
a condiciones infrahumanas de trabajo y vivienda en una finca dedicada al desmonte de campos, 
ubicada a 30 km. de la localidad de Dragones, al norte de la provincia de Salta. Durante el 
operativo de inspección se visitaron dos predios – que en total suman 16.600 hectáreas – cuyo 
propietario declaró ventas totales por $ 70 millones en 2012”.  
 
Recién al día siguiente la Secretaría de Ambiente de la provincia realizó la inspección y 
notificación del desmonte ilegal de más de 11.000 hectáreas (Categoría II – amarillo), el cual fue 
ejecutado durante cinco meses. Los inspectores volvieron al otro día y detectaron que “las tareas 
no habían sido paralizadas, se procedió al secuestro de una topadora, no estaban inscriptas en 
el registro de máquinas desmontadoras; el día 12 se procedió a la clausura del campo por 60 
días, se colocaron 3 fajas de clausura; cuando regresan a los pocos días (16 o 17) al campo se 
constató que dos de las fajas se encontraban en el lugar y otras dos tiradas en el piso”. Luego se 
estableció una multa de $ 11 millones. Según pobladores, durante 2014 se cosecharon porotos. 
 
El 2 de octubre de 2015 la vocal de la Sala II del Tribunal de Juicio de Tartagal, Azucena 
Vázquez, condenó a Juan José Karlen a la pena de 6 meses de prisión condicional por el delito 
de Desobediencia a la Autoridad (art. 239 del Código Penal). El fallo consideró que “en cuanto al 
daño causado, es grave, el perjuicio ocasionado al ambiente, una tala indiscriminada sin 
observar las normas respectivas. De la documental que obra en autos ya en oportunidad anterior 
fue sancionado por la Secretaría de Ambiente por un hecho irregular”. En mayo de este año, el 
Procurador General de la provincia solicitó a la jueza que condene a Karlen a depositar la suma 
de $ 171.413.473 para realizar la restauración de las 11.875 hectáreas desmontadas. Pero en 
julio firmaron un convenio para que, en lugar de pagar la multa, se realice un plan de 
“restauración y reconversión productiva al manejo de bosques nativos con ganadería integrada”. 
 

Pruebas del delito 
Comparativa de imágenes satelitales 

 
 

Imágenes del operativo de inspección de la AFIP (10  de abril de 2013) 
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Fragmento de Comunicado de Prensa de la AFIP (10 de  abril de 2013) 

 
 

Fragmentos de fallo judicial (2 de octubre de 2015)  

 
 

Imágenes de la finca (2016) 

   
 

El caso  muestra el desapego por las leyes de un terratenien te salteño: realizó explotación 
laboral e infantil; desmontó ilegalmente una superf icie similar a la de media ciudad de 
Buenos Aires; y desobedeció las clausuras de la fin ca. Y evidencia la desidia del gobierno 
provincial a la hora de realizar controles efectivo s para evitar la deforestación ilegal.  
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Salta: Gobiernos cómplices del desmonte ilegal 
 
Resumen del caso  
 
El 26 de noviembre de 2007 (dos días antes de la sanción de la Ley de Bosques) el gobierno de 
Salta (gestión Juan Carlos Romero) convocó a una audiencia pública para el 6 de diciembre, con 
el objetivo de habilitar el desmonte de 5.900 hectáreas para forestación en La Moraleja, una 
estancia de 30.000 hectáreas ubicada en un área de transición entre el Bosque Chaqueño y la 
Selva de Yungas, adquirida en 1978 por empresarios españoles. Actualmente cuenta con 15.000 
hectáreas de agricultura y 3.000 hectáreas de cítricos, sobre todo limones. La Moraleja S.A. es 
una de las principales empresas proveedoras de jugo concentrado de limón de The Coca Cola 
Company, con quien tiene un contrato por 20 años. Su objetivo es sumar 1.000 hectáreas de 
limones en los próximos cuatro años. Sus propietarios están siendo investigados en España por 
sospechas de corrupción y por falta de pago de créditos obtenidos. 
 
En 2009, en la gestión de Juan Manuel Urtubey, el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos 
clasificó a los bosques de la finca en la Categoría I – rojo. Pero un documento del Ministerio de 
Ambiente y Producción Sustentable del 2 de agosto de 2013, sobre el pedido de recategorización 
predial (permitidas mediante los decretos 2211/10 y 3136/11), informó que se realizó el 
“desmonte de aproximadamente 1.872 hectáreas, aparentemente destinadas a agricultura y no al 
uso para el cual fue autorizado (…) La autorización otorgada mediante Resol. 1190 del 07/12/07 
(habilitación de 8.767 ha. con el desmonte neto de 4.257 ha destinadas para forestación con 
vigencia hasta el 07/12/10), no fue suspendida por la Ley Nacional 26331, ni impedida por la 
medida cautelar de la Corte Suprema de Justicia de la Nación”. Y advirtió que la asignación de la 
Categoría I – rojo obedece a que “se corresponden con áreas prioritarias de TNC (a través de las 
Serranías de Maíz Gordo se vincula con el Parque Nacional El Rey y la Reserva de Pizarro)”. Sin 
embargo, el 3 de enero de 2014 el Ministerio de Ambiente dictó la resolución 837 mediante la 
cual dio “por readecuado el proyecto autorizado por Resolución N° 1190/07 de la ex Secretaría 
de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable”  y autorizó “a realizar un Cambio de Uso de Suelo 
para agricultura en una superficie de 1.180,97 hectáreas de desmonte total neto”.  
 
Desde la sanción de la Ley de Bosques la superficie total deforestada en la finca, con permisos 
otorgados por ambas administraciones del gobierno provincial, es de 3.053 hectáreas de 
bosques protegidos. En abril de este año, un informe del Ministerio de Ambiente sobre la 
actualización del Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos informó que, hasta la derogación 
de los decretos 2211/10 y 3136/11 a fines de 2014, el gobierno realizó cambios de categorías a 
nivel predial en 32 fincas (144.984 hectáreas) y habilitó el desmonte neto de 81.282 hectáreas 
sobre bosques nativos que estaban clasificados en las Categorías I – rojo y II – amarillo. 
 

Pruebas del delito 
Imágenes de la finca La Moraleja (2014) 
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Boletín Oficial de Salta N° 17754. Convocatoria a a udiencia pública para desmonte (26/11/07) 

 
 

Fragmentos de documento del Ministerio de Ambiente y Producción Sustentable de Salta (02/08/13)  

 
   

                 Mapa de recategorización predial               Resolución 837 del Ministerio de Ambie nte (03/01/14)             

     
 

                 Desmontes en 2010 y 2014 sobre OTB N de Salta       Imagen satelital (Marzo 2016)  

 
 
El caso  evidencia la complicidad de los gobiernos de la pro vincia con una importante 
empresa de capitales españoles para violar la Ley d e Bosques: la gestión anterior le 
autorizó un desmonte en plena moratoria; mientras q ue la gestión actual no la obligó a 
reforestar, readecuó el proyecto y le dio otro perm iso de desmonte en una zona protegida. 
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Formosa: Luz verde a los desmontes 
 
Resumen del caso  
 
La provincia de Formosa cuenta con cerca de 4 millones de hectáreas de bosques nativos. El 
avance de la ganadería intensiva es una de las principales causas del aumento de la 
deforestación: en los últimos 12 años el stock ganadero provincial pasó de 1 millón a 2 millones 
de cabezas, y buscan llevarlo a 3 millones en los próximos años. Por otra parte, el aumento de 
los desmontes fue facilitado por el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos, que clasificó a 
3.257.626 hectáreas (casi el 75% de la superficie total) en la Categoría III – verde, permitiendo el 
desmonte del 60% del predio en la zona central y oriental y el 20% de la finca en los corredores 
de conservación. Cabe advertir que el mismo fue cuestionado por Greenpeace y organizaciones 
sociales de la provincia por no cumplir con los objetivos y criterios de la Ley de Bosques: no 
protege importantes zonas forestales continuas; no limita el avance de la frontera agropecuaria; 
promueve la fragmentación de los bosques; y pone en riesgo territorios indígenas. 
 
Según datos oficiales, desde la sanción de la Ley de Bosques hasta fines de 2014 en la provincia 
se desmontaron 246.134 hectáreas, lo que triplica el promedio anual de deforestación que tenía 
antes de la nueva normativa forestal (entre 1998 y 2007 se desmontaron 95.010 hectáreas). 
 
Pruebas del delito 

 
Mapa de Pérdida de Bosque Nativo en Formosa 2006-20 14 (Secretaría de Ambiente de la Nación)  
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Deforestación por provincias (Secretaría de Ambient e y Desarrollo Sustentable de la Nación)    

 
 
 

Imágenes de desmontes para ganadería intensiva (201 5) 

   
 
 

                 Mapa de OTBN de Formosa                         Mapa de Uso Indígena del Territorio ( APCD-EPRASOL)    

  
 

El caso muestra la responsabilidad del gobierno de F ormosa en la violación de la Ley de 
Bosques: su ambicioso plan de expansión de la ganad ería intensiva y su Ordenamiento 
Territorial de Bosques Nativos promueven la defores tación.  
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Chaco: Multa irrisoria por desmonte ilegal  
 
Resumen del caso  
 
Mediante imágenes satelitales, en febrero de 2011 la Dirección de Bosques de la provincia del 
Chaco detectó en la finca El Shakinah, propiedad del empresario agropecuario Juan Francisco 
Paganini, un desmonte ilegal de 383 hectáreas y, en septiembre del mismo año, otro de 63 
hectáreas de bosques nativos (clasificados en la Categoría II – amarillo).  
 
El acta de inspección detalla que Paganini, quien fue candidato a Diputado Provincial en el año 
2007, adujo realizar el desmonte sin el correspondiente permiso “porque se demora demasiado y 
dan muchas vueltas para ser aprobados los proyectos y se necesita sembrar las pasturas para 
los animales”. En junio de 2012 la provincia le notifica la infracción forestal. Ese mismo año 
Greenpeace denuncia públicamente a éste y otros desmontes selectivos para ganadería 
intensiva en Chaco que violaron la Ley Nacional de Bosques. 
 
El gobierno provincial le aplicó una multa de $ 17.752,88 por la deforestación ilegal de 63 
hectáreas (a razón de $ 280,90 por hectárea). Cabe advertir que en el expediente no aparece 
ninguna multa por las otras 383 hectáreas desmontadas, ni la obligación de reforestar. Las 
imágenes satelitales revelan que luego de la multa se deforestaron otras 600 hectáreas. 
 
Pruebas del delito 

Comparativa de imágenes satelitales 

 
 

Imagen del desmonte (2016) 
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Fragmento del Acta de Inspección 

 

Fragmento de acta de Notificación de Infracción al Régimen Forestal (Junio 2012) 

 
 

Planilla de aplicación de la multa 

 

El caso  refleja la impunidad del empresario, que tras defor estar ilegalmente recibió una 
multa irrisoria por una superficie mucho menor a la  desmontada, no fue obligado a 
reforestar y siguió desarrollando su plan ganadero.  Y evidencia irregularidades por parte 
del gobierno provincial en la aplicación de la Ley de Bosques.  
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Chaco: Tierra fiscal, desmonte ilegal y ganadería i ntensiva 
 
Resumen del caso  
 
Entre diciembre de 2007 y marzo de 2009 se deforestaron ilegalmente 4.000 hectáreas de 
bosques nativos (clasificados en la Categoría II – amarillo) en el Establecimiento Las Palmeras; 
un lote fiscal ocupado desde 2006 por Alberto Verra, presidente de Metrovías S.A. e integrante 
del directorio de varias empresas del Grupo Roggio. La Dirección de Bosques decide en 2009 
“aplicar al poblador, una sanción de multa por el valor de $ 24.279.611,62 por realizar desmonte 
sin permiso de 2.083 hectáreas boscosas en esta parcela. Imponer al mismo la obligación de 
restituir una superficie de 834,36 hectáreas boscosas”. Sin embargo, el 21 de octubre de 2011 
dicho organismo informó al Instituto de Colonización que “se confirma la comisión de la infracción 
al régimen forestal, pero se rectifica el valor de la multa”, cuya determinación “será a partir de la 
detección de la imagen satelital y no el del momento de la comisión de la infracción”.  
 
En enero de 2013 el empresario manifestó al Instituto de Colonización que invirtió $ 5.600.000 en 
el desmonte de 4.000 hectáreas y $ 4.000.000 en su despalado y rolado: “he realizado 
inversiones por más de 25 millones de pesos y requiero la adjudicación a los efectos de 
regularizar la situación dominial y continuar con mis planes de expansión de la actividad. Estimo 
haber cumplido, también de hecho, con el desarrollo de una actividad en plena selva chaqueña, 
en un lugar inhóspito y aislado pero apto para la implementación de un plan o proyecto de 
ganadería”. En abril de ese año el Instituto de Colonización aprobó y elevó al Banco de Tierras la 
solicitud de Alberto Verra “dada la envergadura de la inversión realizada y cumplimentando con 
el objetivo de regularización dominial propuesto por el Gobernador”. Posteriormente, el decreto 
2121/2013 le otorgó el plan de colonización y la titularidad de las tierras.  
 

Pruebas del delito 
Comparativa de imágenes satelitales 

 
 

Imágenes del desmonte y establecimiento ganadero (2 016) 
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Fragmento de multa y obligación de reforestar (2009 ) 

 

Carta de la Dirección de Bosques al Instituto de Co lonización (21/10/11) 

 
 

Fragmentos del expediente del Instituto de Coloniza ción (Enero de 2013) 

 

Fragmento de informe del Instituto de Colonización al Banco de Tierras (Abril de 2013) 

 

El caso  evidencia  la complicidad del gobierno provincial con el avanc e de la ganadería 
intensiva en El Impenetrable: se desmontó ilegalmen te en tierras fiscales; se redujo la 
multa; no se reforestó; y se otorgó la titularidad al empresario por su importante inversión.   
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Santiago del Estero: Crónica de un asesinato anunci ado 
 
Resumen del caso  
 
El 10 de agosto de 2011 integrantes del Movimiento Campesino de Santiago del Estero – Vía 
Campesina (MOCASE-VC) denunciaron ante la Dirección de Bosques de la provincia el 
hostigamiento por parte de personal armado contratado por el empresario Jorge Ciccioli, tras la 
autorización, sin audiencia pública, de un desmonte de 936 hectáreas en el lote San Bernardo 
“A” para un plan productivo agrícola-ganadero. La finca (que abarca 1.872 hectáreas de bosques 
clasificados en la Categoría II – amarillo) es utilizada para el pastoreo de sus animales por las 
comunidades San Bernardo, San Antonio, Santa Lucía, Campo de Mayo y San Lorenzo, quienes 
hicieron dos denuncias policiales por la usurpación y las agresiones recibidas.  
 
Dos días después, el Comité de Emergencias (dependiente de la Jefatura de Gabinete de la 
provincia) elevó un informe a la Dirección de Bosques donde señaló que las familias campesinas 
denunciaron que su territorio fue usurpado por un grupo de 40 personas armadas. Los 
funcionarios manifestaron su “preocupación por esta situación, dado que como lo hemos 
experimentado, la aprobación de un plan productivo en territorios donde se registran disputas 
legales o de hecho entre los pretensos titulares dominiales y las familias campesinas o indígenas 
que reivindican el territorio, no logran más que agravar y acelerar el conflicto”.  
 
El 16 de noviembre de ese año, Cristian Ferreyra, habitante de la comunidad Lule Vilela de San 
Antonio, murió tras recibir un disparo de uno de los integrantes de la guardia armada. Ferreyra se 
encontraba organizando una asamblea del MOCASE-VC con el objetivo de armar un plan para 
frenar el avance de las topadoras. Cinco días después, el gobierno provincial suspendió por 6 
meses la autorización de nuevos desmontes y la ejecución de los permisos otorgados. A fines de 
2014, la Cámara Criminal de Santiago del Estero condenó a 10 años de prisión a Javier Juárez, 
como autor material del homicidio; y exculpó al empresario Jorge Ciccioli, denunciado como 
presunto autor intelectual. 
 
Según datos oficiales, Santiago del Estero es la provincia donde más se desmontó en bosques 
clasificados en la Categoría II – amarillo (347.640 hectáreas) debido, fundamentalmente, a las 
“técnicas de desarbustado o desbajerado en un grado de intensidad elevado” con el objetivo de 
desarrollar ganadería intensiva. Greenpeace denunció esta situación en noviembre de 2011.    
 
 
Pruebas del delito 

 
   Imagen de cartel con plan de desmonte aprobado        Imagen de Javier Juárez armado (MOCASE-VC) 
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Fragmento de carta del MOCASE-VC al Dir. de Bosques     Fragmento de informe del Comité de Emergencia 
(10 de agosto de 2011)                                                               (12 de agosto de 2011) 

 

 

Fragmento de informe de la Secretaría de Ambiente d e la Nación (Junio 2012) 

 
 
 

El caso  muestra la impunidad  del empresario agropecuario, quien contrató una gua rdia 
armada para avanzar sobre los bosques y sus históri cos habitantes, lo que provocó la 
muerte de un campesino. Y revela la complicidad del  gobierno provincial en el aumento de 
la deforestación y los conflictos de tierras: el de smonte fue autorizado donde la ley 
nacional no lo permite; no se realizó audiencia púb lica; y no se escucharon las 
advertencias de las comunidades campesinas y del Co mité de Emergencias.  
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Santiago del Estero: Desmontes en territorio indíge na con y sin permiso 
 
Resumen del caso  
 
La Dirección de Bosques de la provincia autorizó el 29 de octubre de 2014 un Plan Productivo de 
3.692 hectáreas a la empresa Gran Hondonada S.A. en las propiedades Lote A, Lote A-10-2 y 
Lote A-11, ubicadas en el departamento Juan Felipe Ibarra. Las mismas son parte de un territorio 
reclamado por la Comunidad Indígena Yaku Cachi Bajo Hondo ante el Instituto Nacional de 
Asuntos Indígenas, el cual comprende varios parajes (Campo del Cielo, Laguna Baya, Campo 
San Martín y Bajo Hondo) y abarca 10.000 hectáreas. Cabe señalar que en el plan de desmonte 
para desarrollo agrícola que presentó la empresa se reconoció que la finca está “ocupada”.  
 
El 14 noviembre de 2014, la Dirección de Bosques suspendió el proyecto, ante los reclamos del 
Movimiento Campesino de Santiago del Estero (MOCASE-VC) y una presentación del “Comité 
de Emergencia para la Atención de la Problemática de los Casos de Conflicto de Tierras, 
mediante la cual se solicita se revea la aprobación del Plan Productivo aprobado”. A pesar de la 
medida, en enero de este año el MOCASE-VC denunció que “Orlando Canido, representante de 
la empresa MANAOS, continúa atropellando sobre los territorios de comunidades campesinas 
indígenas y amedrentando a las familias con gente armada. (…) El día viernes 18 de diciembre, 
luego de esperar dos años que la justicia tome medidas en el conflicto, la comunidad se puso 
firme ante las topadoras que pretendían arrasar las 4.000 hectáreas de monte nativo, donde 
viven 60 familias. Ante el silencio de la justicia, Orlando Canido lleva desmontadas ya 500 
hectáreas, quemando carbón en 18 hornos, todo de manera ilegal. (…) El día lunes 21, exigimos 
la presencia de la Dirección de Bosques y Fauna y del Comité de Emergencia de la provincia que 
vinieron para constatar la presencia de las topadoras, de los hornos y de la gente armada”. En 
febrero, la Jefatura de Gabinete del gobierno provincial se reunió con representantes del 
movimiento campesino y con el empresario para intentar destrabar el conflicto. Pero en mayo la 
policía intentó desalojar a siete familias. Tenían una orden de la jueza María Martínez Llanos. El 
5 de julio el MOCASE-VC denunció agresiones de gente armada: “después de amenazar de 
muerte a las familias y mientras un grupo tenía apuntando a los niños y mujeres de la 
comunidad, otro grupo prendió fuego a dos viviendas, a los corrales, destruyó bebederos y 
largaron veneno y escombros al único pozo de agua potable de la comunidad”. 
 
Pruebas del delito 

 
Fragmento de Resolución de la Dirección de Bosques aprobando el Plan Productivo (29/10/14) 

 
 

Fragmento del Plan Productivo Predial Lote A10 y A1 1             
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Imágenes de puestos de pobladores dentro de la finc a (MOCASE-VC) 

   
 

Fragmentos de Resolución de Dirección de Bosques su spendiendo el Plan Productivo (14/11/14)    

   
 

Comparativa de imágenes satelitales (MOCASE-VC) 

 
 

El caso  revela  la complicidad del gobierno provincial en la violac ión de la Ley de Bosques, 
ya que no realizó audiencia pública y autorizó un d esmonte en territorio indígena. Y 
muestra el atropello empresarial sobre los bosques y sus históricos habitantes: a pesar de 
la suspensión del proyecto, las topadoras arrasaron  el monte, gente armada amedrentó a 
las familias, y luego intentó desalojarlas con la p olicía mediante una orden judicial. 
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Córdoba: Bosques abiertos, barrios cerrados e inund aciones 
 
Resumen del caso  
 
A fines del 2013 un estudio científico de la Universidad Nacional de Córdoba alertó sobre los 
riesgos de deslizamientos (tierra, roca y agua) e inundaciones en la zona de las Sierras Chicas, 
particularmente en la cuenca de los ríos, frente al avance descontrolado de las urbanizaciones y 
el desmonte. Según estimaciones del Equipo de Ordenamiento Territorial del Instituto Superior 
de Estudios Ambientales, en siete años en esa región se perdieron 2.000 hectáreas de bosques. 
Las zonas que más sufrieron las inundaciones en 2015 (Villa Allende, Mendiolaza, Unquillo, Río 
Ceballos) coinciden con los mapas de riesgo elaborados por los investigadores.   
 
El emprendimiento urbanístico La Deseada, desarrollado por Canteras Natal Crespo S.A., será el 
mayor barrio cerrado de Córdoba y estará emplazado en una zona que rodea la Laguna Azul de 
La Calera. Abarcará 426 hectáreas de bosques (clasificados en la Categoría II – amarillo), los 
cuales integran la Reserva Hídrica Recreativa y Natural Bamba; y está rodeado de desarrollos 
similares lo que, según su Estudio de Impacto Ambiental, aumenta la presión sobre los bosques. 
La Deseada obtuvo la autorización de la Secretaría de Ambiente de la provincia y de la 
Municipalidad de La Calera, que recibirá en donación 12% de la superficie (Ordenanza 
094/2013), la única zona con bosques que dejará el proyecto. Cabe advertir que en una 
audiencia pública, realizada en junio de 2015, vecinos manifestaron su preocupación por el 
desmonte y el riesgo de inundaciones. A pesar de esto, avanzan las obras.  
 
El Terrón de Mendiolaza es un desarrollo urbanístico de Las Tres Marías S.R.L. (del Grupo 
Tagle), en una región que ya tiene el 40% del territorio con emprendimientos similares. Afectará 
280 hectáreas de bosques (Categoría I – rojo) e incluye una cancha de golf de 18 hoyos. La zona 
fue declarada Reserva Hídrica Recreativa y Natural (Ordenanza 309/2001) y allí está vigente la 
Emergencia Hídrica (Ordenanza 517/2009), que prohíbe nuevos emprendimientos. Sin embargo, 
la Municipalidad de Mendiolaza y la Secretaría de Ambiente de la provincia lo autorizaron sin 
realizar audiencia pública. En 2012 la Justicia dio lugar a un amparo de un grupo de vecinos 
preocupados por las inundaciones y ordenó paralizar toda actividad en el predio “que importe 
una alteración del bosque nativo existente” y obligó a “recomponer en la zona afectada por la 
deforestación”. Un informe de la Universidad Nacional de Córdoba elevado a la jueza señaló que 
“el desmonte abarcó una superficie de aproximadamente 9 hectáreas, en forma de nuevos 
caminos, y no fue selectivo”; y advirtió que si se eliminan todos los bosques del predio “las 
localidades y rutas cercanas perderán protección contra las tormentas de tierra que se generan 
en la zona de cultivos”. Pero la empresa apeló; la Justicia revocó la medida; y el proyecto se 
aprobó en forma provisoria (Ordenanza 637/2014). Actualmente avanzan las obras. 
 

Pruebas del delito 
 
Mapas de Riesgo Hídrico y de Cobertura del Suelo en  las Sierras Chicas (Universidad Nacional de Córdob a) 
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                          Masterplan de La Deseada                                                Fragmento de Ordenanza 094/2013  

   
 

Imágenes de desmontes en La Deseada (2016) 

    
 

Fragmento de fallo judicial que da lugar al amparo por El Terrón (2012) 

 
 

Mapa de bosques y área desmontada en El Terrón (UNC )            Fragmento de Ordenanza 637/2014 

    
  

Imágenes de desmontes en El Terrón (2016) 

   

El caso  evidencia la responsabilidad de los municipios de l as Sierras Chicas y el gobierno 
provincial en la violación de la Ley de Bosques y s us consecuencias: el avance de 
urbanizaciones sobre los bosques provoca cada vez m ás inundaciones.   
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Neuquén: Desmontes, pistas de esquí y desarrollos i nmobiliarios 
 
Resumen del caso  
 
El 10 de septiembre de 2013, tras una denuncia de organizaciones sociales en el Consejo 
Consultivo de Bosques de San Martín de los Andes, la Dirección de Bosques confeccionó un 
acta de infracción a Nieves del Chapelco S.A. por el “apeo no autorizado de una superficie de 0,6 
hectáreas de bosque adulto de lenga, afectando aproximadamente 50 ejemplares, categorizado 
en amarillo por las leyes provincial 2.780 y nacional 26.331”, con el objetivo de ampliar una pista 
de snowboard. Luego se le aplicó una multa de $ 455.000 (300 sueldos de la administración 
pública); pero no fue obligada a reforestar y en 2015 inauguró la pista. En noviembre de 2013 se 
constataron nuevas talas ilegales en las zonas Antu Laufquen, Pradera del Puma y Snowpark.  
 
En enero de 2015 el Ministerio de Desarrollo Territorial aprobó, mediante la resolución 034/15, un 
Ajuste de Categorización del Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos en el área Pradera del 
Puma (clasificada en la Categoría I – rojo), para habilitar el desmonte y posterior instalación de 
una silla cuádruple. La empresa realizó dicha solicitud “considerando el avance del desarrollo 
urbano sobre formaciones boscosas, donde incluimos centros invernales, cuyas ampliaciones de 
pistas y otros desarrollos requieren cierto impacto en el bosque, corresponde cambiar la 
coloración a verde en las áreas afectadas por todas las acciones que deban llevarse a cabo en el 
centro de esquí, incluyendo el desarrollo urbanístico programado”. En mayo de este año la 
Asamblea Socioambiental de San Martín de los Andes realizó un informe donde advirtió que “el 
lugar donde se pretende emplazar el proyecto inmobiliario implicará desmontar bosque nativo 
protegido por ley, poniendo en peligro las subcuencas hídricas que nacen en el cerro y 
abastecen a San Martín de los Andes, para comodidad de personas ABC1 que van a poder salir 
esquiando desde sus propias casas”. El proyecto urbanístico abarcaría cerca de 50 hectáreas.  
 
Un mes después, la Asamblea denunció que desde que se desactivó el Consejo Consultivo de 
Bosques “se modificaron 300 hectáreas del ordenamiento territorial en el ejido correspondiente a 
los valles al pie del cordón Chapelco, desarrollos inmobiliarios camino a Lolog y tres hectáreas 
en los bosques de altura del complejo invernal de Chapelco. También sectores en el límite de los 
barrios Handel y Los Riscos. Por otro lado han pasado de amarillo a verde 310 hectáreas de 
bosques lindantes al ejido correspondiente a los emprendimientos Miralejos y Valle Escondido”. 
 
Pruebas del delito 

 
     Acta de infracción a Nieves del Chapelco S.A. (10/09/13)          Imagen del desmonte (2013)  
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Fragmentos de resolución 034/15 del Ministerio de D esarrollo Territorial (16/01/15) 

 
 

  Ubicación aproximada del proyecto urbanístico de Nieves del Chapelco S.A. sobre OTBN de Neuquén 

   
 

El caso  muestra  que, a pesar de las restricciones de la Ley de Bosques y la oposición de 
organizaciones sociales y vecinos de San Martín de los Andes, se avanza en la ampliación 
de pistas de esquí y desarrollos urbanísticos con l a complicidad del gobierno provincial.  
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Neuquén: La carrera del desmonte no tiene límites  
 
Resumen del caso  
 
En enero de 2015 la Municipalidad de Villa La Angostura firmó un acuerdo con Martín Trozzo 
(con quien tenía un juicio por deudas impositivas por $ 214.263) para realizar en su propiedad el 
Mundial de Motocross durante 3 años (eximiéndole las tasas municipales de 2015, 2016 y 2017).  
 
El 3 de febrero la Dirección de Bosques detectó “un desmonte de bosque nativo por topado y 
movimiento de suelo” de 12 hectáreas (clasificadas en la Categoría II – amarillo); el cual había 
“invadido la jurisdicción del Parque Nacional Nahuel Huapi llegando la máquina a topar la 
vegetación riparia de la Laguna de Los Choros” (…) El desmonte advertido constituiría una 
violación de carácter grave a la ley”. Un mes después la Administración de Parques Nacionales 
informó al Municipio que “el apeo de vegetación nativa y la remoción de suelo” afectaron una 
superficie de 3 hectáreas dentro del área protegida (Categoría I – rojo); estimó en $ 203.730 el 
daño ecológico ocasionado y recomendó su urgente restauración ante la inminente realización 
del Mundial de Motocross. Sin embargo, el área no fue reforestada y se realizó la carrera. 
Posteriormente, Parques Nacionales estimó en 200 años el “plazo en cual podrá producirse la 
recuperación del suelo y la instalación de un bosque de ñire maduro a partir de semillas”, y 
calculó en $ 418.937 el daño ambiental. 
 
El 22 de octubre de 2015 el Director de la Delegación Regional Patagonia le envió una carta al 
Intendente del Parque Nacional Nahuel Huapi advirtiendo que “la naturalización y aceptación 
tácita de la continuidad de una actividad absolutamente incompatible con los objetivos de 
conservación de la Administración de Parques Nacionales y expresamente prohibida por ésta, no 
sólo impedirá la recuperación ambiental del sector afectado, sino que agravará el daño ambiental 
producido por la anterior edición de este campeonato”. A pesar de esto, en abril de este año se 
realizó una nueva carrera. El área no fue reforestada y hay otro evento programado para 2017. 
Por su parte, la Asociación Civil Alerta Angostura realizó una denuncia penal. 
 
Pruebas del delito 

 
Fragmentos de informe de la Dirección de Bosques (3  de febrero de 2015)   

 
 

Imágenes del área desmontada (2015 y 2016)  
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Fragmentos de informe de la APN sobre estimación de l daño ocasionado por el desmonte (06/03/15) 

 
 

Fragmentos de informe de la APN sobre nuevo cálculo  del daño ecológico del desmonte 

 
 

Fragmento de carta del Director de Delegación Regio nal Patagonia al Intendente del PNNH (22/10/15)  

 
 

El caso  muestra  la responsabilidad de los gobiernos municipal, prov incial y nacional: se 
desmontó en una zona protegida por la Ley de Bosque s y dentro de un Parque Nacional; 
no se reforestó; y se realizó dos años consecutivos  el Mundial de Motocross. 
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Río Negro: Un atajo a la aplicación de la Ley de Bo sques 
 
Resumen del caso  
 
En junio de 2010 la Dirección de Bosques de Río Negro realizó un informe objetando la 
realización de un camino en el faldeo del arroyo Cañadón del Diablo, dentro de la estancia Alto 
Chubut, propiedad de Marcos Marcelo Mindlin, debido a “las restricciones impuestas por la Ley 
26.331 de Presupuestos Mínimos a los Bosques Nativos” (Categoría II – amarillo). Y advirtió que 
“la obra ya fue iniciada en una extensión de 5 km”. A pesar de esto, el Consejo de Ecología y 
Medio Ambiente aprobó el Estudio de Impacto Ambiental “dado que no existe vegetación de 
porte arbóreo”. El 21 de marzo de 2012 la Dirección de Bosques constató el “desmonte con 
topadora y movimiento de suelos” en la apertura de un camino vehicular de unos 20 kilómetros y 
la construcción de dos puentes de hierro de gran envergadura. Por esto último en septiembre de 
ese año Recursos Hídricos de la provincia aplicó una multa de $ 10.000. En diciembre de 2012 
dicho organismo solicitó a la Dirección de Bosques que informara sobre el impacto en el bosque. 
La respuesta, del 29 de mayo de 2013, detalló que el área neta desmontada fue “de 7 hectáreas, 
viéndose afectados bosques nativos mixtos bajos” de laura, maitén, radal, ñire y lenga; que “al 
tratarse de las cabeceras de cuencas del Río Foyel y Río Chubut, cobran aún mayor relevancia”. 
 
El 1 de noviembre de 2011, la Dirección de Bosques elaboró un informe sobre la realización de 
tres lagunas artificiales de una superficie de 40 hectáreas en la estancia María, propiedad de 
Damián Miguel Mindlin, para lo cual “se han extraído aproximadamente 400.000 m3 de materia 
orgánica del mallín, quitando definitivamente las cualidades que los caracterizan”. Y advirtió que 
las obras realizadas “constituyen un serio riesgo desde lo ambiental y desde lo institucional, ya 
que crean un precedente si no se actúa en consecuencia”. A pesar de esto, nueve días después 
el Consejo de Ecología y Medio Ambiente aprobó el Estudio de Impacto Ambiental. 
 
Marcos y Damián Mindlin son accionistas y directivos de las empresas Pampa Energía S.A., 
Petrobras Argentina S.A. y Edenor. 
 
Pruebas del delito 

 
Fragmentos de informe de Dir. de Bosques (09/06/10)       Fragmentos de Aprobación del EIA (CODEMA) 

  
 

Comparativa de imágenes satelitales de estancia Alt o Chubut 
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Fragmento de Acta de Constatación de desmonte (21/0 3/12) 

    
 

Fragmento de Multa de Recursos Hídricos (2012)     Fragmento de informe de Dirección de Bosques (29/05 /13) 

  

 
Comparativa de imágenes satelitales de estancia Mar ía 

 
 

Fragmento informe de Dirección de Bosques (01/11/11 )       Fragmentos de Resol. del CODEMA (10/11/11) 

  
 

El caso  revela la complicidad del gobierno provincial en la  violación de la Ley de Bosques: 
a pesar de la oposición de la Dirección de Bosques,  a los empresarios se les aprobó el 
desmonte para la realización de un camino y tres la gunas artificiales.   
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Chubut: Incendios forestales  
 
Resumen del caso  
 
Los incendios forestales son la principal fuente de degradación y deforestación de los bosques 
de Chubut. En septiembre de 2015 un informe oficial advirtió que el área afectada en las últimas 
trece temporadas de incendios “se aproxima a las 87.000 hectáreas (de las cuales 65.000 
corresponden al último decenio). Esta cifra representa un 9,6% de los bosques de la provincia”. 
Previo a la temporada 2014–2015, donde el fuego arrasó más de 40.000 hectáreas, “la superficie 
media anual afectada (período 2002–2014) era aproximadamente de 3.915 hectáreas”.  
 
En cuanto a las temporadas 2013–2014 y 2014–2015, un estudio de Thomas Kitzberger, del 
Instituto de Investigaciones sobre Biodiversidad y Medio Ambiente (CONICET-UNCO), estimó 
que “el área quemada por incendios iniciados por rayos representó un 72,8% del área total 
quemada. Claramente los incendios por rayos tienden a producirse con mayor probabilidad en 
áreas remotas y de difícil acceso que los incendios generados por causas humanas, que se 
concentran, justamente cerca de sitios poblados, rutas y áreas de mayor acceso. Eso 
posiblemente determine que los incendios por rayo, al ser más dificultoso su combate inicial, 
tengan mayores probabilidades de convertirse en eventos extensos”. Por su parte, un informe de 
abril de 2015 del Nodo Regional Bosque Andino Patagónico (SAyDS–CIEFAP) advirtió que en el 
verano 2014–2015 “observamos grandes parches de bosque que presentaban síntomas de 
secamiento” y que “en el Noroeste de la provincia de Chubut hay que sumar como situación 
propicia para la ocurrencia de incendios la floración de caña colihue ocurrida en 2013”; lo que 
sumado a “eventos fuertes del fenómeno climático como El Niño Oscilación Sur, que afectan al 
régimen de precipitaciones y temperaturas en la región, pueden generar situaciones 
extremadamente favorables para la ocurrencia de grandes incendios”. 
 
Sin embargo, autoridades provinciales y nacionales afirmaron que muchos de los incendios 
forestales de los últimos años fueron intencionales para desarrollo inmobiliario y ganadero. En 
2007 la Secretaría de Ambiente de la Nación señaló que “las estadísticas de esta última década 
muestran una fuerte componente de la actitud humana, ya que es principalmente alrededor de 
los centros urbanos en que se observan la mayor cantidad de eventos de incendios. Las causas 
varían desde el juego de niños, accidentes, negligencias, hasta una marcada intencionalidad en 
la que se mezclan las necesidades de leña de los sectores de menos recursos económicos, las 
diferencias políticas, los problemas de relación entre pandillas y policías, y los conflictos 
generados por la tenencia de la tierra. (…) El avance de la ciudad por sobre el bosque ha 
incrementado el problema ya que se ha sumado el tema de los incendios de interfase”.  
 
Pruebas del delito 

 
Fragmentos de informe de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación (2007) 
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Fragmentos de Programa Integral de Manejo y Restaur ación de la Grandes Áreas Afectadas  
por los Incendios Forestales de la Temporada 2014–2 015 en la Provincia de Chubut (Septiembre de 2015)  

 

 
 

Fragmento de estudio de Thomas Kitzberger, investig ador del INIBIOMA (CONICET-UNCO)

 
 

Fragmento de informe del Nodo Regional Bosque Andin o Patagónico. SAyDS–CIEFAP (Abril de 2015) 

 
 

El caso  muestra la gravedad de los incendios forestales en Chubut, los cuales se 
producen por  causas accidentales e intencionales. En la temporada 2014–2015 el fuego 
arrasó más de 40.000 hectáreas, convirtiéndose en l os peores de la historia en la región. 
El gobierno debe realizar una investigación exhaust iva de las causas y reforestar.  
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Tierra del Fuego: El desmonte del fin del mundo 
 
Resumen del caso  
 
La Secretaría de Ambiente de Tierra del Fuego le aplicó una multa de casi 2,2 millones de pesos 
al empresario Ángel Masciotra por el desmonte ilegal de 3 hectáreas de bosques de lengas 
(Categorías II – amarillo y III – verde) realizado en un predio ubicado en el ingreso a la ciudad de 
Ushuaia, donde posee una fábrica de hormigón y una playa de acopio de contenedores.  
 
El caso tuvo amplia difusión en 2013, cuando el Municipio clausuró dos veces a las empresas de 
Masciotra por el desmonte y la toma de agua del río sin autorización. El empresario violó las 
clausuras del predio y la provincia realizó una investigación sobre la responsabilidad de las 
firmas Ángel Masciotra S.A. y Depósitos Fiscales S.A., en la deforestación progresiva realizada 
desde el año 2010. En su descargo las empresas alegaron que “el bosque nativo faltante fue 
afectado por los fuertes vientos propios de esta zona”. La Dirección de Asuntos Legales de la 
Secretaría de Ambiente emitió un dictamen que consideró que el daño ambiental “es irreversible, 
inmensurable, incomprensible e intolerable” y remarcó “el impacto visual y paisajístico generado”. 
 
La resolución 699/2014 les impuso una multa de $ 2.179.327,68; les ordenó la restauración del 
bosque donde sea factible, de acuerdo al plan aprobado por la provincia; y resolvió la inscripción 
del empresario en el Registro Nacional de Infractores fijado por la Ley Nacional de Bosques. 
 
 
Pruebas del delito 

 
Ubicación del desmonte sobre mapa de OTBN de Tierra  del Fuego 

 
 

Comparativa de imágenes satelitales  
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Imagen del desmonte. Rodolfo Iturraspe (Marzo 2013)  

 
 

Fragmentos de informe de la Dirección de Bosques de  Tierra del Fuego (Diciembre 2013) 

 

 
 

El caso refleja el avasallamiento  del empresario,  quien  además de deforestar ilegalmente, 
incumplió las clausuras a su predio. Cabe destacar que, más allá de la multa aplicada, el 
gobierno provincial consideró irreversible el impac to generado por el desmonte.  
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Conclusiones 

Los bosques nativos que fueron clasificados por las  provincias en las Categorías I – rojo y 
II – amarillo de sus Ordenamientos Territoriales de  Bosques Nativos deben continuar en 
pie. Su destrucción tendría un impacto ambiental si gnificativo y afectaría seriamente a 
muchas comunidades. Permitir el desmonte en esas zo nas vulnera en forma flagrante la 
ley nacional vigente e ignora las demandas de la so ciedad. 
 
Resulta evidente que las multas no son suficientes para desalentar la deforestación en 
zonas protegidas y que, salvo unas pocas excepcione s, no se reforestaron los bosques 
desmontados ilegalmente. Por otra parte, en muchos casos es clara la complicidad de los 
funcionarios en la violación de la normativa.  
 
Frente a esta situación, Greenpeace reclama al Cong reso de la Nación la urgente sanción 
de una Ley de Delitos Forestales que: 
 

• Establezca como delito penal al desmonte ilegal y a l incendio intencional (cambio de 
uso de suelo).  

 
• Constituya como delito penal al otorgamiento de per misos de desmonte en zonas 

protegidas.  
 

• Permita que las organizaciones de la sociedad civil  se constituyan como 
querellantes.  
 

• Obligue a los responsables a la restauración de los  bosques nativos ilegalmente 
desmontados o incendiados.  
 
 
 

Agosto de 2016 
Campaña de Bosques  
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